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Justicia, para modificar esta disposición normativa y la nueva redacción 
del artículo 31 de esta Ley:

“(…omissis…) En este sentido, es preciso revisar las bases constituciona-
les que regulan el sistema tributario, con el fin de que -sobre ese marco- sea 
revisada la ley objeto del presente examen.
Así, dentro del TÍTULO VI (DEL SISTEMA SOCIO-ECONóMICO), 

CAPÍTULO II (DEL RÉGIMEN FISCAL Y MONETARIO), se encuentra 
la Sección Segunda de tal apartado, cuyas disposiciones son del siguiente 
tenor:

«Artículo 316. El sistema tributario procurará la justa distribución de las 
cargas publicas según la capacidad económica del o la contribuyente, aten-
diendo al principio de progresividad, así como la protección de la econo-
mía nacional y la elevación del nivel de vida de la población; para ello se 
sustentará en un sistema eficiente para la recaudación de los tributos.
Artículo 317. No podrá cobrarse impuestos, tasas, ni contribuciones que 
no estén establecidos en la ley, ni concederse exenciones y rebajas, ni otras 
formas de incentivos fiscales, sino en los casos previstos por las leyes. 
Ningún tributo puede tener efecto confiscatorio.
No podrán establecerse obligaciones tributarias pagaderas en servicios per-
sonales. La evasión fiscal, sin perjuicio de otras sanciones establecidas por 
la ley, podrá ser castigada penalmente.
En el caso de los funcionarios públicos o funcionarias públicas se estable-
cerá el doble de la pena.
Toda ley tributaria fijará su lapso de entrada en vigencia. En ausencia del 
mismo se entenderá fijado en sesenta días continuos. Esta disposición no 
limita las facultades extraordinarias que acuerde el Ejecutivo Nacional en 
los casos previstos por esta Constitución.
La administración tributaria nacional gozará de autonomía técnica, fun-
cional y financiera de acuerdo con lo aprobado por la Asamblea Nacional 
y su máxima autoridad será designada por el Presidente o Presidenta de la 
República, de conformidad con las normas previstas en la ley».
El sistema tributario, como conjunto que regula los instrumentos de 

política tributaria y las relaciones entre los sujetos que lo conforman (por 
un lado, los ciudadanos entre quienes se reparte la carga tributaria; por el 
otro, los entes públicos autorizados para ejercitar tal exacción), está orde-
nado a lograr los cometidos esenciales enunciados en tales disposiciones: 
la protección de la economía nacional (que sirve de base a las denomina-
das finalidades extrafiscales de los tributos) y la mejora de la calidad de 
vida de los ciudadanos (que da cuenta de la finalidad redistributiva de la 
imposición). 
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La noción de justa distribución de las cargas públicas, se enlaza direc-
tamente con el deber constitucional que tienen todos los ciudadanos de 
contribuir con su sostenimiento, consagrado en el artículo 133 del Texto 
Fundamental. De esa sencilla y concentrada conjugación, se extraen los 
caracteres esenciales de los tributos que, íntimamente vinculados entre sí, 
sirven de base para materializar la exigencia axiológica de la justicia tri-
butaria: generalidad (todos deben soportar las cargas tributarias), igualdad 
(al momento de contribuir, se proscribe la discriminación) y capacidad 
contributiva (que actúa como gozne entre la generalidad y la igualdad, 
como herramienta de medición concreta de la aptitud económica -absoluta 
o relativa- del contribuyente). En síntesis, todos deben pagar tributos, con-
forme su capacidad. 

La compleja noción de capacidad contributiva, lleva dentro de sí varios 
contenidos. Ella se enlaza directamente con la exigencia de progresividad 
del sistema tributario: el conjunto de instrumentos de política tributaria 
debe gravar en menor proporción a los contribuyentes de menores recursos. 
El sistema será regresivo si, por el contrario, los ciudadanos con menor 
dotación soportan el mayor peso de las cargas que el Estado impone por 
la vía impositiva. 

La capacidad contributiva, a su vez, se traba con la prohibición constitu-
cional de confiscación, como corolario -en el campo tributario- del derecho 
fundamental a la propiedad y, en esa medida, límite al ejercicio de las potes-
tades de exacción. Cierto es que el tributo puede ser exigido coactivamente 
por el Estado, pero -dado que la capacidad contributiva es única- el sistema 
globalmente considerado y, con mayor razón, los tributos que lo conforman, 
deben procurar una justa incidencia en esa manifestación de riqueza, pero 
jamás propender a su minimización o aniquilación total. 

Del otro lado la relación jurídica tributaria, nuestra Carta Magna elevó a 
rango constitucional el principio de eficiencia del sistema tributario, como 
parámetro de operatividad administrativa, que apunta a la necesidad de 
que cada unidad monetaria recaudada se haga al mínimo coste posible, lo 
que supone la implantación de aquellos tributos de fácil recaudo y control. 
Este principio, en el esquema descrito, tiene un carácter instrumental, en 
la medida en que se ordene a la satisfacción de las comentadas finalidades 
esenciales de la tributación. La optimización de la recaudación, por si sola, 
desvinculada de su noble cometido, no rebasa de ser una medida de la efi-
cacia de la Administración.
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No escapa a esta Sala que el debate en torno a tales límites, resulta harto 
complejo si se ha de efectuar sobre una base abstracta, pues se corre el riesgo 
de entorpecer el funcionamiento de políticas fiscales que no compete a los 
jueces implementar; pero tal análisis deviene en exigencia indispensable 
de cara a un caso concreto, con márgenes más tangibles, pues a ellos les 
corresponde asegurar y hacer efectivos -en última instancia- no ya una 
decisión legislativa, sino un mandato constituyente. 

Este es, justamente, el presupuesto legitimador de las consideraciones 
que esta Sala Constitucional hará de seguidas.

Para referir la importancia del Impuesto sobre la Renta, no sólo en 
nuestro sistema, sino en la mayoría de los ordenamientos tributarios con-
temporáneos, basta anunciar la progresividad que informa este gravamen a 
la renta, como más acabada expresión de la capacidad contributiva y, por 
ello, al menos en teoría, eficiente instrumento de política tributaria y de 
redistribución de la riqueza.

Nada impide, sin embargo, que sean gravadas otras manifestaciones de 
capacidad económica (valor, ventas, consumos, etc.), sobre todo cuando 
existen diversos entes públicos con potestades tributarias diferenciadas 
que –armonizadamente y por derecho propio- deben hacer uso de ellas para 
garantizar la obtención de recursos destinados a la prestación de activida-
des y servicios que les han sido constitucionalmente encomendadas. Pero 
precisamente por ello, el gravamen a la renta debe consultar en la forma 
más aproximada posible la capacidad contributiva de los ciudadanos, pues 
viene a ser la herramienta tributaria que añade la mayor progresividad al 
sistema.

Las siguientes notas características de este impuesto, dan cuenta de lo 
dicho hasta el momento:

Es impuesto directo: ya que grava una manifestación inmediata de 
capacidad contributiva, como es la renta.
Es un impuesto de carácter personal: está referido a la situación 
de un sujeto concreto y determinado.
Es un impuesto subjetivo: pues atiende las circunstancias personales 
del obligado. De tal carácter, se siguen, aunque a ellas no están 
limitadas, un conjunto de aminoraciones de la base imponible y de 
la cuota tributaria.

a)

b)

c)
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Es un impuesto de carácter progresivo: grava escalonadamente los 
distintos niveles de renta, sin perjuicio de que a determinadas rentas 
les resulte aplicable una tarifa proporcional.
Es un impuesto periódico: se calcula sobre una base temporal con-
creta o ejercicio económico señalado por la ley que, generalmente, 
coincide con el año civil. 

En nuestro ordenamiento, conviene estudiar la presencia de los señalados 
caracteres, particularmente, en el gravamen que se efectúa a las personas 
naturales, con ocasión de los enriquecimientos obtenidos por la prestación 
de servicios personales bajo relación de dependencia.

En este sentido, conforme el artículo 7, literal a) de la Ley de Impuesto 
sobre la Renta, son sujetos de aplicación de la misma -entre otras categorías 
de contribuyentes- las personas naturales y, según el artículo 8 eiusdem, éstas 
«pagarán impuesto por sus enriquecimientos netos, con base en la tarifa y 
demás tipos de gravámenes previstos en el artículo 50 de esta ley, salvo los 
que obtengan por las actividades a que se refiere el artículo 12».

Seguidamente, el artículo 16 de la ley comentada prevé:
«Artículo 16. El ingreso bruto global de los contribuyentes, a que se refie-
re el artículo 7 de esta Ley, estará constituido por el monto de las ventas 
de bienes y servicios en general, de los arrendamientos y de cualesquiera 
otros proventos, regulares o accidentales, tales como los producidos por el 
trabajo bajo relación de dependencia o por el libre ejercicio de profesiones 
no mercantiles y los provenientes de regalías o participaciones análogas, 
salvo lo que en contrario establezca la Ley». 
En el caso de los ingresos percibidos con ocasión de la relación de trabajo, 

el artículo 31 de dicho texto legal define como enriquecimiento neto «los 
sueldos, salarios, emolumentos, dietas, pensiones, obvenciones y demás 
remuneraciones similares, distintas de los viáticos, obtenida por la prestación 
de servicios personales bajo relación de dependencia». La consideración de 
tales ingresos como enriquecimiento neto, impide entonces que sobre ese 
monto se sustraiga costo o deducción alguna.

Para la determinación del ingreso gravable, el artículo 59 de la Ley de 
Impuesto sobre la Renta, permite la sustracción de los siguientes desgra-
vámenes:

«1. Lo pagado a los institutos docentes del país, por la educación del con-
tribuyente y de sus descendientes no mayores de veinticinco (25) años. 
Este límite de edad no se aplicará a los casos de educación especial.

d)

e)
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2. Lo pagado por el contribuyente a empresas domiciliadas en el país por 
concepto de primas de seguro de hospitalización, cirugía y maternidad.
3. Lo pagado por servicios médicos, odontológicos y de hospitalización, 
prestados en el país al contribuyente y a las personas a su cargo, a que se 
contrae el artículo 61 de esta Ley. 
4. Lo pagado por concepto de cuotas de intereses en los casos de préstamos 
obtenidos por el contribuyente para la adquisición de su vivienda principal 
o de lo pagado por concepto de alquiler de la vivienda que le sirve de asien-
to permanente del hogar. El desgravamen autorizado no podrá ser superior 
a mil unidades tributarias (1.000 U.T) por ejercicio en el caso de cuotas de 
intereses de préstamos obtenidos por el contribuyente para la adquisición 
de su vivienda principal o de ochocientas unidades tributarias (800 U.T.) 
por ejercicio en el caso de lo pagado por concepto de alquiler de la vivienda 
que le sirve de asiento permanente del hogar. […]».
Asimismo, el artículo 60 de la estudiada ley señala: 
«Artículo 60. Las personas naturales residentes en el país, podrán optar por 
aplicar un desgravamen único equivalente a setecientas setenta y cuatro 
unidades tributarias (774 U.T.). En este caso, no serán aplicables los des-
gravámenes previstos en el artículo anterior».
La operación matemática derivada de tales parámetros, ya sea sustra-

yendo de los enriquecimientos netos así estimados los desgravámenes 
particulares, o en su lugar, el denominado desgravamen único; da lugar a 
la determinación de la base imponible de este tributo.

En este punto, es preciso recalcar que la noción de base imponible re-
viste una naturaleza trascendental para constatar la adecuación del tributo 
a los principios constitucionales que gobiernan la institución. Si el hecho 
imponible es el presupuesto fáctico de relevancia económica (en cuanto 
revela un índice de capacidad contributiva) cuya realización -en princi-
pio- da lugar al nacimiento de la obligación tributaria; la base imponible 
es la concreción cuantificada en un determinado sujeto pasivo de aquella 
manifestación riqueza. 

En el caso de las personas naturales cuya fuente de ingresos proviene 
de una relación laboral, la legislación impositiva tomó una amplísima base: 
«los sueldos, salarios, emolumentos, dietas, pensiones, obvenciones y demás 
remuneraciones similares, distintas de los viáticos, obtenida por la presta-
ción de servicios personales bajo relación de dependencia». Esta noción, 
guarda correspondencia con lo que la doctrina del derecho laboral define 
como salario integral, a partir de lo dispuesto en el artículo 133 de la Ley 
Orgánica del Trabajo, según el cual se «entiende por salario la remuneración, 
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provecho o ventaja, cualquiera fuere su denominación o método de cálculo, 
siempre que pueda evaluarse en efectivo, que corresponda al trabajador por 
la prestación de su servicio y, entre otros, comprende las comisiones, primas, 
gratificaciones, participación en los beneficios o utilidades, sobresueldos, 
bono vacacional, así como recargos por días feriados, horas extras o trabajo 
nocturno, alimentación y vivienda».

Frente a la extensa estimación de los enriquecimientos netos de los 
trabajadores, contrasta la mínima posibilidad a ellos dada para disminuir 
razonablemente la base sobre la cual habrán de tributar. Ya se vio al trans-
cribir los desgravámenes los escasos conceptos que les resultan aplicables 
para lograr tal reducción; lo que prácticamente conduce a la utilización de 
la figura del desgravamen único, no como una opción, sino como la única 
alternativa legítima.

Criterios de eficiencia han imperado en el diseño de tal tributo. No 
puede negarse que la estructura del impuesto así considerada facilita la 
gestión de recaudación y control que posee la Administración Tributaria, 
puesto que le exime -en la mayoría de los casos- de tener que enfrentar los 
costos de fiscalización derivados de la implementación de tributo de mayor 
complejidad.

No obstante, ya se vio, el principio de eficiencia se ordena a un fin supe-
rior, por lo que no puede deslastrarse del respeto a la justa distribución de 
las cargas públicas y, con ello, obviar la capacidad contributiva. Divorciada 
de estos caracteres, como arriba se expuso, la Administración Tributaria 
será eficaz, mas no eficiente. 

Bajo la panorámica abordada, la Sala encuentra que la instrumentación 
del impuesto sobre la renta que pecha a los asalariados, desdibuja los prin-
cipales rasgos de este instrumento impositivo, gravando tan extensa base 
imponible que, en vez de consultar la razonable manifestación de riqueza 
derivada de la renta, pesa en mayor medida sobre sus ingresos.

El impuesto sobre la renta a los asalariados, entonces, se aleja en demasía 
de la progresividad propia de esta clase de tributos, sobre todo si se toma 
en cuenta que aquella fuente de enriquecimiento se encuentra también in-
cidida por una serie de contribuciones parafiscales (Seguro Social, Política 
Habitacional, INCE). Además, quizás con un impacto mayor, en cuanto 
consumidor final, el trabajador se ve obligado a soportar el traslado del 
gravamen al consumo (IVA), que acaso consulta su capacidad contributiva 
en forma mediata. Estas afirmaciones, ponen en evidencia una elevada 
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presión fiscal claramente regresiva sobre las fuentes de enriquecimiento de 
los trabajadores asalariados. 

Ello no sólo se aparta de la potestad tributaria que acuerda al Poder 
Nacional el artículo 156.13 de la Constitución, sino que lesiona la pro-
tección especial que a este estrato social confiere el artículo 83 del Texto 
Fundamental, en la medida produce una merma en el valor del salario como 
instrumento de dignificación de la calidad de vida de la clase trabajadora. 

La contrariedad absoluta al texto fundamental, sin embargo, no resulta 
apreciable de manera franca en las normas objeto del presente estudio. Por 
ello, la Sala estima necesario referir su doctrina en relación con el rol atribui-
do al Juez Constitucional (vid. SC nº 952/2003, caso: Margarita Farías): 

«En tal sentido, resulta necesario destacar que en los sistemas Kelsenianos 
de Justicia Constitucional, del cual esta Sala forma parte, siempre han parti-
do de la premisa de que su ejercicio se asemeja a lo que la doctrina ha deno-
minado ‘legislador negativo’ (KELSEN), debido a que ejerce la función de 
eliminar del ordenamiento jurídico, normas que sean claramente contrarias 
al dispositivo constitucional. Sin embargo, y así ha sido su desarrollo en el 
derecho comparado, esta actividad no se agota con su exclusión, sino que 
se han suscitado situaciones en que el texto del articulado genere confusio-
nes que si bien pueden tener un halo de inconstitucionalidad, no llega a ser 
de una evidencia tal, que pueda afirmar la necesidad de su anulación. Esto 
ha conllevado a que la jurisdicción constitucional vaya más allá de ejercer 
sus funciones como ‘legislador negativo’, teniendo que dar una interpreta-
ción normativa a los fines de esclarecer, delimitar o delinear el sentido de 
un determinado artículo con respecto a la Constitución […].
Estas posiciones han conllevado a que Tribunales Constitucionales tales 
como el alemán, primeramente, y luego el italiano y el español, tuvieran que 
desarrollar una modalidad de análisis de leyes para aquellos casos en que 
se evidencien normas cuya inconstitucionalidad no sea evidente, pero que 
requieren adaptaciones con el objeto de adecuarlas al orden constitucional 
vigente. Esto dio por origen la elaboración de sentencias que han recibido 
el calificativo de interpretativas, por cuanto mediante las mismas lo que se 
busca lograr es una correcta adecuación del ordenamiento jurídico dictado 
con anterioridad a la promulgación de una nueva constitución, teoría que 
se derivó de la circunstancia fáctica de preservar ciertas disposiciones que 
fueron dictadas con anterioridad a la transición política de regímenes de 
facto a gobiernos democráticos acaecidos en esos países. Ello conllevó a 
que en esos casos dichos Tribunales detenten la potestad para revisar si la 
norma discutida en una solicitud de impugnación se adecua correctamente 
con los principios de supremacía jerárquica, formal, material, teleológica y 
axiológica de la Constitución. Si de dicho estudio se observa que la norma 
cuestionada origina una duda razonable respecto a su constitucionalidad, 



Reseña: Sentencia de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo ... 125
Cuestiones Jurídicas, Vol. II, N° 1  Enero - Junio 2008 (117 - 127)

entonces en esos casos resultaba permisible que la Instancia Constitucional 
proceda a revisar los términos bajo los cuales fue consagrada dicha nor-
mativa, permitiéndose realizar modificatorias en torno a la proposición, 
bajo la cual esta se formuló, a los fines de aclarar que los elementos que la 
conforman se presten a plantear posibles inconstitucionales, para así aco-
modarla al marco de la Constitución.
Esta modalidad de sentencias constituye un instrumento importante en la 
preservación del ordenamiento jurídico, toda vez que conlleva a que los 
jueces constitucionales no sólo eliminen normas contrarias a la Constitu-
ción que podrían originar lagunas que necesitan de otra regulación que si 
sea acorde a la norma primaria, sino que les permite en tanto y en cuanto la 
norma sea subsanable, interpretarla correctamente o reestructurarla (siendo 
en este caso una decisión cuyos efectos serán ex nunc), siendo en caso de 
imposible reparación de la norma su consecuente eliminación, toda vez 
que la interpretación no constituye una suerte de legislación para el juez 
constitucional […].
Respecto al ejercicio de la labor interpretativa ejercida por los Tribunales 
Constitucionales, la doctrina las ha clasificado como ‘sentencias interpre-
tativas de rechazo’ y ‘sentencias interpretativas de acogida’ (BISCARETTI 
DI RUFFIA), ó ‘sentencias interpretativas desestimatorias’ y ‘sentencias 
interpretativas estimatorias’ (PEÑA SOLÍS). En primer orden, se ha enten-
dido como decisiones ‘de rechazo’ o ‘desestimatorias’, cuando el tribunal 
extrae del análisis de la norma o de la interpretación de la proposición 
normativa que la misma no es contradictoria a la Constitución, siempre 
y cuando el precepto normativo sea interpretado conforme al análisis que 
haya asentado el Juez Constitucional en su motivación. Por su parte, en 
lo relativo a los fallos interpretativos ‘estimatorios’ o ‘de acogida’, se ha 
expuesto que dichos fallos versan sobre aquellas situaciones en las cuales 
una disposición normativa se presta a múltiples acepciones o análisis que 
pudiesen ser considerados válidos. Tales supuestos originan que la labor 
del sentenciador se preste a verificar si cada una de las interpretaciones que 
conlleva la norma resulta viable respecto al postulado constitucional ante 
el cual se le cuestiona. Bajo esos supuestos, de verificarse que una o varias 
de las acepciones derivadas de esa norma resultan inconstituciones, el juez 
debe entonces suprimir la interpretación que sea errónea y señalar cuál es 
el verdadero sentido de la misma. Ello conduce a que esta modalidad de 
decisiones tengan distintas clasificaciones, toda vez que la sentencia puede 
conllevar a una supresión de la norma (entendida en sentido intrínseco), 
o en una adición e inclusive, en una sustitución. En el primer supuesto, la 
decisión debe acordar que la norma es inconstitucional en aquello ‘que no 
dice’, por lo que debe establecer en su motivación el análisis sobre el cual 
existe el vacío legal. Contrariamente, en aquellas decisiones en que el fallo 
tenga un carácter supresivo o reductivo, la decisión acuerda la inconstitu-
cionalidad en ‘aquello que dice la norma’, por lo que restringe el sentido 
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de la misma. Finalmente, en lo concerniente a las sentencias sustitutivas, o 
las llamadas por un sector de la doctrina como ‘manipulativas’, el tribunal 
sustituye una parte del texto, tal como lo indica DI RUFFIA, implica en 
términos literales la ilegitimidad constitucional y la cambia por otra que 
esté formulada al mismo nivel de interpretación».
En consideración al criterio esbozado, la Sala es de la opinión que la 

norma que estipula los conceptos que conforman el enriquecimiento neto 
de los trabajadores, puede ser interpretada conforme a los postulados cons-
titucionales, estimando que éste sólo abarca las remuneraciones otorgadas 
en forma regular (salario normal) a que se refiere el parágrafo segundo del 
artículo 133 de la Ley Orgánica del Trabajo, con ocasión de la prestación 
de servicios personales bajo relación de dependencia, excluyendo entonces 
de tal base los beneficios remunerativos marginales otorgados en forma 
accidental, pues de lo contrario el trabajador contribuyente perdería estas 
percepciones –si no en su totalidad, en buena parte- sólo en el pago de 
impuestos.

Por tal razón, con el objeto de adecuar el régimen impositivo a la renta 
aplicable a las personas naturales con ocasión de los ingresos devengados a 
título salarial, con los presupuestos constitucionales sobre los que se funda 
el sistema tributario; ponderando, por una parte, el apego al principio de 
justicia tributaria y, por la otra, la preservación del principio de eficiencia 
presente en tales normas, en los términos bajo los cuales han sido definidos 
a lo largo de este fallo, esta Sala Constitucional modifica la preposición del 
artículo 31 de la Ley de Impuesto sobre la Renta, en el siguiente sentido: 

«Artículo 31. Se consideran como enriquecimientos netos los salarios de-
vengados en forma regular y permanente por la prestación de servicios 
personales bajo relación de dependencia. También se consideran como en-
riquecimientos netos los intereses provenientes de préstamos y otros crédi-
tos concedidos por las instituciones financieras constituidas en el exterior 
y no domiciliadas en el país, así como las participaciones gravables con 
impuestos proporcionales conforme a los términos de esta Ley.
A los efectos previstos en este artículo, quedan excluidos del salario las 
percepciones de carácter accidental, las derivadas de la prestación de an-
tigüedad y las que la Ley considere que no tienen carácter salarial» (cur-
sivas señalan la nueva redacción).
De esta manera, la Sala ejerciendo su labor de máxima intérprete de 

la Constitución ajusta la disposición legal antes referida a los postulados 
constitucionales, la cual además se adecua a la letra y espíritu del parágrafo 
cuarto del artículo 133 de la Ley Orgánica del Trabajo, que dispone “cuando 
el patrono o el trabajador estén obligados a cancelar una contribución, tasa 
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o impuesto, se calculará considerando el salario normal correspondiente al 
mes inmediatamente anterior a aquél en que se causó”. Así se decide.

Por tanto, a la luz de este criterio de la Sala Constitucional del Tribunal 
Supremo de Justicia, los ingresos que deben ser declarados por los traba-
jadores son  aquéllos devengados en forma regular y permanente por la 
prestación de servicios personales bajo relación de dependencia, es decir, en 
base a su salario normal, excluyendo las percepciones de carácter accidental, 
las derivadas de la prestación de antigüedad y las que la ley considere que 
no tienen carácter salarial.

Posteriormente, en fecha 0� de Marzo del año 2.007, la Sala Constitu-
cional  del Tribunal Supremo de Justicia, aclaró el contenido de la sentencia 
mencionada, principalmente sobre los efectos en el tiempo del fallo, seña-
lando lo siguiente al respecto: 

“De allí que, aun cuando la lógica jurídica, no deja dudas acerca de que la 
interpretación que ha hecho la Sala, en forma vinculante, del artículo 31 de 
la Ley de Impuesto sobre la Renta, tiene efectos ex nunc, esto es, a partir 
de la publicación del fallo que la contiene en la Gaceta Oficial de la Repú-
blica, lo cual se hizo en la Nº 38.635 del 1 de marzo de 2007, tratándose la 
materia vinculada a dicha interpretación a la tributaria, la cual se rige por 
períodos fiscales anuales, esta Sala –en aras de la certeza jurídica que debe 
a los justiciables y a la administración fiscal- aclara el aspecto relacionado 
a la aplicación en el tiempo de la interpretación efectuada en el fallo Nº 301 
del 27 de febrero de 2007, señalando expresamente la misma no es aplica-
ble al período fiscal correspondiente al año 2006 pues el mismo se inició 
antes de que se hiciera tal interpretación, de modo que la interpretación 
efectuada del artículo 31 de la Ley de Impuesto sobre la Renta se aplicará, a 
partir del ejercicio fiscal siguiente, de acuerdo a lo establecido en la norma-
tiva del Código Orgánico Tributario vigente y la legislación sobre impuesto 
sobre la renta, la cual no ha sido modificada. Así se decide”.




